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El caso por el cual Aurelio Pastor Valdivieso, reconocido político peruano, fue 
sentenciado en primera y segunda instancia por la comisión del delito de tráfico de 
influencias y absuelto por la Casación 374-2015 Lima es un antecedente muy importante 
para comprender cómo en nuestro país se ha venido entendiendo la naturaleza de este 
delito, en especial, la modalidad de “influencias simuladas”. Es así como buscaremos, en 
primer lugar, identificar el bien jurídico tutelado por el tipo penal “tráfico de influencias” 
mediante el análisis de las distintas posturas al respecto, así como presentar los elementos 
necesarios para su configuración. En segundo lugar, evaluaremos si el ejercicio legítimo 
de la profesión de abogado podría ser tomado como una causa justificante para el delito 
de tráfico de influencias simuladas, conforme a lo señalado por la Corte Suprema, 
amparándose en que los actos por los que Aurelio Pastor fue sentenciado corresponderían 
a gestiones de intereses que los abogados estarían autorizados a hacer en búsqueda de 
cumplir con el derecho a la defensa de sus patrocinados. Por último, el presente informe 
jurídico buscará identificar si en el caso específico existió una incitación por parte del 
tercero interesado en la ejecución de las influencias invocadas configurando un delito 
provocado. 
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The case for which Aurelio Pastor Valdivieso, renowned Peruvian politician was 
sentenced in first and second instance for the commission of the crime of influence 
peddling and acquitted by the Cassation 374-2015 Lima is a very important precedent to 
comprehend how the nature of this crime has been understood in our country, especially 
in the “simulated influences” modality. In this way we pretend to, in first place, identify 
the protected juridical good by the crime of influence peddling by analyzing the different 
positions in this regard, as well as presenting the necessary elements for its configuration. 
In second place, we will evaluate whether the legitimate exercise of the legal profession 
could be taken as a justifying cause for the crime of simulated influence peddling, in 




Pastor was sentenced would correspond to interest management that lawyers would be 
authorized to do in order to comply with the right to defense of their clients. Finally, this 
legal report will seek to identify whether in the specific case there was an incitement by 
the third party interested in the execution of the pleaded influences, configuring a 
provoked crime. 
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El emblemático caso de Aurelio Pastor por la comisión del delito de tráfico de influencias 
en modalidad simulada definitivamente dio pie no solo a diversas interpretaciones de este 
delito, sino a la discusión en torno a la posibilidad de contemplar el ejercicio legítimo de 
la profesión de abogado como causa justificante frente a su comisión. Los hechos 
procesales versaban respecto a si la conducta del mencionado jurista habría configurado 
el delito de tráfico de influencias al haber ofrecido a Corina De La Cruz Yupanqui – 
exalcaldesa de la Municipalidad Provincial de Tocache que atravesaba un proceso por 
difamación agravada frente al Ministerio Público y uno frente al Jurado Nacional de 
Elecciones (JNE) respecto a su suspensión de labores como alcaldesa – interceder por la 
agilización y resolución favorable del proceso penal, así como la demora “para ganar 
tiempo” frente al proceso en el JNE, haciéndose prometer una suma de dinero a cambio 
de esta propuesta. Es así como, difundiéndose unos audios en un conocido medio 
periodístico con el contenido de las conversaciones entre estas dos personas, se inicia un 
proceso por la comisión del delito de tráfico de influencias, el cual en primera y segunda 
instancia sentencia a Pastor Valdivieso, mientras que, en Casación, se resuelve su 
absolución por la existencia de la causa justificante del ejercicio legítimo de una 
profesión, además de necesitar un pronunciamiento previo por parte del Colegio de 
Abogados en el que valore la conducta y determine si esta fue o no una falta ética. 
Al respecto, el presente informe jurídico gira en torno al análisis de los argumentos 
presentados por la Corte Suprema para absolver a Aurelio Pastor, los cuales representan 
una valoración de la configuración del delito de tráfico de influencias distinta a la que 
compartimos, ello, en primer lugar, al proponer la entrega del dinero, utilidad o promesa 
como acto de consumación, postura que no compartimos al no encontrar necesaria esta 
entrega, tomando como acto de consumación el acuerdo de intercesión entre quien invoca 
las influencias y el tercero interesado en ejecutarlas. Además de ello, encontramos otro 
problema en la valoración respecto a la tipificación de este delito presentada en la 
Casación, la cual toma la postura de la imagen y prestigio de la administración pública, 
mientras que nosotros propondremos como bien jurídico protegido a “la vigencia de los 
principios que informan el ejercicio de la función pública”. Asimismo, respecto al delito 
de tráfico de influencias simuladas, encontramos una valoración negativa respecto a su 





Aunado a lo mencionado, la Casación bajo comentario señala que existió una 
causa de justificación en la actuación de Aurelio Pastor al haber actuado conforme al 
normal desenvolvimiento de los abogados en su ejercicio profesional, por lo cual, 
proponerle a quien sería su patrocinada, una agilización y solicitación al funcionario 
público a cargo de la decisión del caso de una resolución favorable y, en el otro caso, una 
demora en expedir la resolución, sería parte de una estrategia procesal acorde a los 
deberes éticos de la profesión, aun así este haya invocado y manifestado en diferentes 
oportunidades la amistad que lo uniría a diversos funcionarios de las entidades 
involucradas, además de haber solicitado explícitamente la entrega de 60,000.00 soles por 
realizar los actos propuestos, conductas que, de acuerdo a la Corte Suprema, tuvieron que 
ser valoradas por el Tribunal de Honor del Colegio de Abogados como una falta a su 
Código de Ética para proceder a señalar la conducta como una conducta ilícita. 
Por último, tomamos postura respecto a la alegación por parte de la Corte Suprema 
sobre la presunta existencia de un delito provocado, en el cual Corina De la Cruz habría 
incitado a Aurelio Pastor a invocar sus influencias frente a los funcionarios públicos a 
cargo de los casos en los que se encontraba involucrada, argumento que en el caso 
específico demostraremos que es erróneo. 
 
2. Justificación de la elección de la Resolución 
Elegimos la Casación N° 374-2015 debido a su complejidad y la serie de valoraciones, a 
nuestro juicio, de incorrecta interpretación desarrolladas por la Corte Suprema de Justicia 
para declararla fundada y revocar la sentencia de pena privativa de la libertad contra 
Aurelio Pastor por la comisión del delito de tráfico de influencias en su modalidad de 
“influencias simuladas.” 
La complejidad del caso responde tanto a la pluralidad de instancias al que este 
fue sometido, así como a las diversas interpretaciones respecto al delito de tráfico de 
influencias, desde la tipicidad de las dos modalidades en la que este puede cometerse 
(influencias reales e influencias simuladas), hasta las posibles causas de justificación que 
podrían incurrir en el mismo, teniendo como punto controversial el hecho de que el 
ejercicio regular de la abogacía pueda ser considerada como una, debiendo observar 
cuáles deberían ser los límites para una actuación profesional correcta. 
Asimismo, la valoración de los elementos probatorios de este caso también forma 
parte de su complejidad, ello debido a que nos encontramos también en un debate respecto 




invocar sus influencias frente a Corina de la Cruz, sobre quien en primera y segunda 
instancia se señaló no habría provocado el mencionado comportamiento pero que; sin 
embargo, en casación, fue uno de los argumentos utilizados para justificar una absolución 
en favor de Pastor Valdivieso. 
Habiendo ya mencionado los principales argumentos de la casación, debemos 
mencionar que no coincidimos con gran parte de sus fundamentos puesto que, en primer 
lugar, encontramos una vulneración al bien jurídico en el delito de tráfico de influencias, 
así como una conducta típica de acuerdo al delito contemplado en el artículo 400° de 
nuestro Código Penal; en segundo lugar, coincidimos con las sentencias de primera y 
segunda instancia que determinan que no nos encontramos frente a un delito provocado 
por la denunciante. En tercer lugar, no nos encontraríamos frente a una causa justificante 
al alegar el regular ejercicio de la profesión de abogado puesto que sobrepasa los límites 
del patrocinio de un caso, así como también se encontraría fuera de las acciones de gestión 
de intereses, conforme a la legislación peruana. Por último, no encontramos la necesidad 
de contar con un pronunciamiento previo por parte del Tribunal de Honor del Colegio de 
Abogados para poder ser tratado el caso en un proceso de índole penal. 
 
3. Relación de hechos sobre los que versa la controversia 
Aurelio Pastor Valdivieso es un abogado y político peruano, miembro del Partido Aprista 
Peruano, quien, además, fue elegido congresista de la República en dos oportunidades y 
ejerció el cargo de Ministro de Justicia del Perú en el año 2009. Si bien esta persona tuvo 
a cargo función pública en su momento, el caso sobre el que versa el presente informe 
jurídico es ajeno a su actuación como tal, pero no ajeno a sus relaciones con funcionarios 
de entidades como el Jurado Nacional de Elecciones o el Ministerio Público. 
En noviembre del 2012, fue emitido en un medio periodístico un reportaje en el 
que se exponían conversaciones entre Aurelio Pastor y Corina De la Cruz Yupanqui, en 
aquel momento Alcaldesa de la Municipalidad Provincial de Tocache, quien venía 
atravesando un proceso de carácter penal frente al Ministerio Público por la comisión del 
delito de difamación agravada y, a su vez, había sido recientemente suspendida de sus 
labores como alcaldesa con la publicación de la Resolución N° 738-2012-JNE. Los audios 
mencionados denotaban la intención de, en el caso del proceso penal, conseguir un fallo 
en su favor con mayor celeridad, mientras que en el caso del procedimiento administrativo 




Frente a ambos casos, Corina de la Cruz contaba ya con un abogado defensor 
apersonado, es así que se puso en contacto con Aurelio Pastor, de acuerdo a su testimonio, 
para contar con su asesoría especializada al ser un abogado reconocido, teniendo como 
resultado el ofrecimiento por parte del jurista de interceder en pro de sus pretensiones 
frente a Hugo Sivina Hurtado, Presidente del Jurado Nacional de Elecciones durante el 
período 2008 – 2012, y a Pablo Sánchez Velarde, Fiscal Supremo en lo Penal cuando se 
desarrollaron los hechos materia de controversia, amparado en el hecho de conocer a estos 
funcionarios públicos así como a las personas de su entorno en las entidades públicas. 
Es así como, teniendo el ofrecimiento de interceder por los intereses de la, en ese 
entonces, alcaldesa y basados en los audios publicados, Aurelio Pastor hizo prometer la 
entrega de 60,000.00 soles por dichas gestiones bajo el supuesto de pago de honorarios 
por el ejercicio de la profesión de abogado. Luego de publicados los audios grabados por 
Corina De la Cruz en el medio periodístico, se dio inicio al proceso de carácter penal, 
concluyendo tanto en primera como en segunda instancia que el señor Aurelio Pastor 
actuó como autor del delito de tráfico de influencias en su modalidad de influencias 
simuladas, condenándolo en primera instancia a cuatro años con seis meses de pena 
privativa de la libertad y al pago de una indemnización por 100,000.00 soles, mientras 
que, en segunda instancia, se confirmó la condena, reformando la pena privativa de la 
libertad a cuatro años. 
En el año 2015 la defensa de Aurelio Pastor presenta recurso de Casación, 
alegando la vulneración a la presunción de inocencia, así como a la libertad del ejercicio 
de la abogacía, entre otros argumentos que desarrollaremos en el presente informe 
jurídico. Mediante la Casación 374-2015 Lima, se declara fundado el recurso y se revoca 
ambas sentencias dejando en libertad a Aurelio Pastor bajo la premisa principal de que 
este se encontraba bajo una justificación por ejercicio legítimo de la abogacía que no 
habría sido catalogado como una falta ética al Código de Ética del Colegio de Abogados 
por lo cual no podríamos señalar que su actuar correspondería a la comisión de un delito, 
además de sostener que el delito fue provocado por la denunciante, lo cual el presente 
informe jurídico pretende probar que es un error por parte de los magistrados. 
 
4. Relación de hechos procesales 
Previo a la identificación de los problemas jurídicos contenidos en la Casación 374-2015 
Lima, vemos pertinente desarrollar de manera concisa los antecedentes procesales el caso; 




argumentos de los representantes del Ministerio Público, los del Primer Juzgado 
Unipersonal y la Primera Sala Penal de Apelaciones de la Corte Superior de Justicia. 
Los antecedentes consignados a continuación son aquellos que hemos encontrado 
como principales y pertinentes para los fines del presente informe jurídico. 
 
a. Consideraciones de la Primera Instancia – Primer Juzgado Penal Unipersonal 
En primer lugar, señalaremos los principales argumentos utilizados por la representante 
del Ministerio Público para atribuirle la comisión del delito de tráfico de influencias en 
modalidad de influencias simuladas a Aurelio Pastor, conforme al artículo 400 del Código 
Penal, encontrando el cumplimiento de los elementos de configuración del delito con el 
ofrecimiento de interceder por los intereses de Corina De la Cruz frente al Presidente del 
JNE y el Fiscal Supremo en lo Penal, siendo estas influencias simuladas debido a que en 
las declaraciones de ambos funcionarios, estos declararon no conocer ni mantener vínculo 
de amistad u otro tipo con Pastor Valdivieso. De acuerdo con el Ministerio Público, el 
bien jurídico protegido sería “el correcto funcionamiento de la administración pública, el 
prestigio y el buen nombre de la administración pública”. 
En el caso del verbo rector del delito de tráfico de influencias que se cumpliría en 
el caso, sería hacer prometer para sí la entrega en el futuro de un beneficio patrimonial o 
de cualquier otra naturaleza. El objeto corruptor, el cual debe poseer una naturaleza 
material, corpórea y tener valor económico, se encontraría cumplido con la promesa de 
60,000.00 soles; asimismo, el caso contaría con el ofrecimiento de interceder ante un 
funcionario público que ha de conocer, esté conociendo o haya conocido un caso judicial 
o administrativo. 
Respecto al monto de dinero prometido, el Ministerio Público señaló que estos no 
podrían corresponder al pago de honorarios de un abogado defensor, puesto que este no 
habría sido contratado para interponer recursos o realizar actos propios de las funciones 
de los abogados defensores, muy por lo contrario, el contacto entre ambos actores se dio 
debido a la cercanía que presuntamente Aurelio Pastor tendría con los funcionarios del 
JNE y del Ministerio Público. 
Es así como, presentados los argumentos comentados, el Ministerio Público 
solicitó se condene a Aurelio Pastor como autor del delito de tráfico de influencias 
simuladas, con una pena privativa de libertad de cuatro años y seis meses, la inhabilitación 
para el ejercicio de cargo, empleo o comisión de carácter público por el mismo plazo y 




Por su parte, la defensa de Aurelio Pastor, frente a la imputación del Ministerio 
Público, solicitó la absolución de su patrocinado, en atención al hecho de que la 
denunciante le habría tendido una trampa, preparando el escenario para que Aurelio 
Pastor cayera en la misma, argumentando, además, que Pastor Valdivieso habría realizado 
un patrocinio en su calidad de abogado defensor de la denunciante, solicitando como 
honorarios profesionales la suma de 60,000.00 nuevos soles. 
Frente a las pruebas actuadas en juicio oral y a los argumentos presentados por 
ambas partes, el Primer Juzgado Unipersonal, en primer lugar, se refirió a la valoración 
de las pruebas entregadas por el Ministerio Público, es así que, amparándose en los 
criterios desarrollados en el Acuerdo Plenario 002-2005/CJ-116, i) al quedar descartada 
la ausencia de incredibilidad subjetiva, ii) al contar con un relato y declaraciones 
verosímiles y iii) la persistencia en la incriminación, llega a la conclusión de que la 
versión brindada por la denunciante es consistente y persistente y esta debería ser valorada 
positivamente. 
En segundo lugar, respecto al contenido de los audios, el juzgado concluyó que 
estos no denotan un diálogo usual o natural entre un cliente y su abogado defensor, 
atendiendo a la particularidad de que no se tratan temas jurídicos, sino que las 
conversaciones giran en torno a la influencia que el señor Pastor podría tener en los 
funcionarios públicos para cumplir con la pretensión de la alcaldesa, siendo además el 
mismo Aurelio Pastor quien introdujo el ofrecimiento de interceder frente a ellos, ya que 
los conocía, induciendo a formar una convicción en la denunciante de que efectivamente 
posee influencias ante ambos organismos, señalando incluso que se habría acreditado en 
el proceso que el exministro habría pretendido hacer gala en forma poco ética y 
presuntuosa de sus influencias frente a la denunciante. 
Además de ello, el juzgado coincidió con lo postulado por el Ministerio Público 
respecto a la imposibilidad de consignar en un contrato de honorarios profesionales el 
dinero prometido, puesto que el encargo distaría de un patrocinio electoral o judicial, 
también, respecto a la posibilidad de encontrarnos frente a un delito provocado, 
determinando que no existiría una provocación, instigación o inducción por parte de la 
denunciante para la comisión del delito por parte del sujeto activo, quedando demostrado 
que surge del agente todo el iter criminis, incluso, no podría haber inducido si quiera en 
la forma en la que Pastor Valdivieso se expresó en los diálogos contenidos en los audios. 
El juicio de subsunción determinó que el agente activo del delito de tráfico de 




soles que se hizo prometer por parte de Corina De la Cruz, cumpliendo además con existir 
un ofrecimiento de interceder ante un funcionario o servidor público que ha de conocer, 
esté conociendo o haya conocido un caso judicial o administrativo y, por último, respecto 
al elemento subjetivo, encontramos que el acusado habría exteriorizado su voluntad de 
obtener un beneficio económico por medio de la utilización de sus influencias. 
El juicio de antijuricidad y culpabilidad, por su parte, demostraron que nos 
encontramos frente a un acto antijurídico ya que ha sido probado que esta es contraria al 
ordenamiento jurídico, encontrándose el imputado en plena capacidad de poder 
determinar y establecer que sus acciones eran contrarias al ordenamiento jurídico vigente, 
además de ello, se determinó que Pastor no se encontraría en ninguna causal de 
inimputabilidad. 
Bajo este razonamiento Aurelio Pastor Valdivieso es condenado como autor del 
delito de tráfico de influencias simuladas a una pena privativa de libertad de cuatro años 
con seis meses, a una inhabilitación para el ejercicio de función, mandato, cargo, empleo 
o comisión de carácter público y al pago de una reparación civil ascendente a 100,000.00 
soles. 
 
b. Consideraciones de la Segunda Instancia – Corte Superior de Justicia de Lima 
Primera Sala Penal de Apelaciones 
El 16 de octubre de 2014 la defensa de Aurelio Pastor presentó un recurso de apelación 
solicitando la nulidad de la sentencia y celebración de nuevo juicio oral por la afectación 
de las garantías procesales y constitucionales de la presunción de inocencia, alegando que 
habría una indebida valoración de la prueba y defensa eficaz. Como pretensión 
subordinada, en primer lugar, se solicitó la absolución bajo el argumento de que su actuar 
correspondería al ejercicio legal de la abogacía y como segunda pretensión subordinada, 
la revocatoria parcial de la sentencia en el extremo de la pena y su condición efectiva. 
Este recurso postuló la existencia de un delito provocado por Corina De la Cruz, quien 
habría buscado a Pastor Valdivieso con la finalidad de grabarlo en audio y no para 
contratarlo. Además de ello, se alegó nuevamente que la promesa de 60,000.00 soles fue 
realizada bajo el concepto de honorarios profesionales, mencionando incluso que el caso 
podría ser llevado ad honorem. 
Otros argumentos utilizados por la defensa correspondieron a que el sentenciado 
no tendría experiencia como abogado litigante, por lo cual no conocía cuál debió ser el 




el JNE cambie de criterio ni alegó tener vínculo de amistad con ambos funcionarios 
públicos. Por último, se incluyó la presunta vulneración al derecho a la defensa eficaz y, 
en mayor importancia, el ejercicio legítimo de la abogacía como una causa de 
justificación, por lo cual el sentenciado habría hecho un ofrecimiento de estrategias 
legales frente a un problema de un cliente, actuando como un gestor de intereses. 
El Colegiado por su parte, respecto a la afectación del derecho a la defensa eficaz, 
concluyó en que no se incurrió en la indefensión del sentenciado debido a que este 
siempre fue asistido por un abogado de su libre elección, quien además presentó medios 
de defensa y solicitó el sobreseimiento, formulando también diversas oposiciones a la 
admisión de medios probatorios por parte del Ministerio Público, recordando que Pastor 
Valdivieso no es un ciudadano común, sino un abogado con estudios en una universidad 
de prestigio ex congresista y exministro de justicia. 
Respecto a la justificación de la conducta consistente en el ejercicio regular de la 
abogacía, ello ya habría sido materia de una Excepción de Improcedencia de Acción. 
Sobre este punto, el Colegiado precisa que, si bien Aurelio Pastor no se acreditó como 
abogado, este se habría limitado a invocar influencias jactándose en hacer alardes de 
amistad y que conoce a funcionario del JNE y del Ministerio Público, concluyendo que 
de la escucha de los audios se advierte que su accionar no corresponde al ejercicio 
legítimo de un abogado, ya que invocó influencias basadas en la amistad, prometiendo 
realizar la intercesión en favor de Corina De la Cruz. 
Señala entonces el Colegiado que, desde la antijuricidad formal no podríamos 
encontrarnos frente a una causa de justificación habiendo quebrantado el contenido de las 
normas prohibitivas, como las del Código de Ética de Abogados y el Código Penal, 
mientras que, desde la antijuricidad material, se habría quebrantado los bienes jurídicos 
protegidos: imparcialidad, objetividad, independencia y descrédito en las actuaciones de 
los miembros de ambos órganos constitucionales autónomos, así como la imagen 
institucional de las entidades ante los justiciables y ciudadanos. 
Como conclusión, el Colegiado señala que Aurelio Pastor Valdivieso no estaría 
incurso en la causa de justificación prevista en el artículo 20.8 del Código Penal, 
comprobándose también su culpabilidad debido a que en el momento de los hechos, fue 
una persona perfectamente imputable, porque dada su condición de abogado, estuvo en 
las condiciones mínimas de comprender y auto controlarse, dando lugar a que la Primera 
Sala de Apelaciones de la Corte Superior de Justicia de Lima resolviera confirmar la 




revocando la pena de cuatro años y seis meses, reformándola a cuatro años de pena 
privativa de la libertad. 
  
c. Casación 347-2015 Lima – Corte Suprema de Justicia de la República 
En el año 2015 la defensa de Aurelio Pastor interpuso el recurso de Casación en la Corte 
Suprema de Justicia de Lima, nuevamente alegando la vulneración a la presunción de 
inocencia y la libertad del ejercicio de la abogacía, el cual fue concedido en parte por la 
resolución del 13 de abril del mismo año. En este recurso se planteó nuevamente que 
existiría una vulneración al derecho a la presunción de inocencia y a la libertad de 
ejercicio de la abogacía, además que este ejercicio de su profesión habría llevado a que 
Aurelio Pastor actúe conforme a una gestión de intereses, por lo cual se entrevistó de 
manera legítima con los funcionarios, registrándose para el ingreso a los despachos de 
estos, por lo cual este accionar no correspondería a una violación al Código de Ética del 
Abogado y, por lo tanto, mucho menos a un hecho delictivo como el tráfico de influencias, 
señalando que, en todo caso, el Colegio de Abogados tendría que, a través de su tribunal 
de honor, determinar y calificar los hechos como una falta para poder dar lugar a un 
posible tráfico de influencias, haciendo hincapié en que no existió una resolución 
sancionatoria por parte del CAP, además de haberse rechazado el informe ofrecido por 
este. 
Respecto a la configuración del delito de tráfico de influencias, la defensa de 
Aurelio Pastor alegó que la relación de amistad entre un abogado defensor con un juez o 
un fiscal no podrían corresponder a influencias prohibidas, resaltando nuevamente que 
debería existir un pronunciamiento por el Colegio de Abogados. 
Frente a los argumentos mencionados, la Corte Suprema de Justicia realizó el 
siguiente análisis, el cual hemos visto conveniente dividir de acuerdo con la posterior 
evaluación que haremos de los mismos: 
 
i. Sobre la tipicidad del delito de tráfico de influencias simuladas 
Respecto al delito de tráfico de influencias simuladas, la Corte Suprema señala tres 
requisitos que deberían cumplirse: i) atribuirse el poseer influencias ante un funcionario 
o servidor público; ii) el tráfico de la propia mediación, el ofrecimiento de interceder; iii) 
la recepción del dinero, utilidad o promesa, que sería un acto de consumación, no 




Además de ello, señalan que la invocación de influencias debe obedecer a las 
propuestas expresamente efectuadas por el traficante y que, al estar en una conducta que 
no pueda perturbar de manera efectiva la decisión del funcionario que se influenciaría al 
ser muy lejano y en ocasiones vacuo, contravendría el principio de subsidiariedad del 
Derecho Penal. El bien jurídico protegido sería la imagen y prestigio de la administración 
pública y de forma mediata su regular funcionamiento, lo cual, en el caso concreto, se 
encontraría en la lesividad mínima, por lo que reafirmaría el carácter subsidiario y 
fragmentario del Derecho Penal. 
Por último, respecto a la invocación de influencias por parte de Aurelio Pastor, la 
Corte Suprema sostiene que el acto imputado no habría sido alevoso, por lo contrario, 
menciona, sin ahondar en el tema, que esta conducta habría sido inducida por parte de 
Corina De la Cruz. 
 
ii. Sobre la antijuricidad del delito de tráfico de influencias simuladas en el caso 
del ejercicio legítimo de una profesión 
De acuerdo con los magistrados, a diferencia de la tipicidad, el análisis de la antijuricidad 
recae en determinar si la conducta encaja en el tipo penal y esta es aceptada socialmente, 
llevándonos a un análisis respecto a los dos tipos de antijuricidad, el primero de ellos, la 
antijuricidad formal – referente a una conducta contraria al ordenamiento jurídico, y el 
segundo, la antijuricidad material – referente a una conducta que lesione el bien jurídico. 
Atendiendo a ello, se afirma que el ejercicio legítimo de una profesión sería una 
causa de exención de responsabilidad, siempre y cuando se haya realizado de acuerdo con 
el ordenamiento jurídico, el agente haya actuado respetando las normas constitucionales 
y dentro de marco legal. Amparándose en la Sentencia del Tribunal Constitucional 3833-
2008-AA/TC, en la que se menciona que el derecho al libre ejercicio de la profesión es 
uno de aquellos que forma parte del contenido del derecho a la libertad de trabajo, 
concluye en que es lícita la actividad del abogado que se realice de forma privada así 
como pública, siempre que esté acorde a la Ley pudiendo aceptar el patrocinio de todo 
tipo de causas y debiendo defender el interés del cliente de manera diligente y con un 
elevado estándar de competencia profesional. 
Es así como el tráfico de influencias se opondría a la actividad del abogado toda 
vez que algunas conductas no tienen respaldo jurídico y en el caso específico, no existe 
un peligro real de afectar la imparcialidad, objetividad o independencia del funcionario, 




ratio, este únicamente deberá analizar conductas que afecten considerablemente los 
bienes jurídicos. Además, señala la Corte Suprema, los hechos habrían sido planeados 
por Corina De la Cruz con la finalidad de grabar al sentenciado haciendo proposiciones 
de corromper funcionarios, configurando un acto preparado; es decir, una conducta 
inducida. 
 
iii. Sobre el ejercicio legítimo de la actividad del abogado 
La Corte Suprema se basa en lo postulado por el profesor Taruffo respecto a la 
diferenciación entre hechos brutos – referidos o realidades físicas o mentales - y hechos 
institucionales – referidos a aquellos construidos por la realidad cultural, otorgando a los 
hechos cometidos por Aurelio Pastor la segunda categoría, por lo cual, estos deberían ser 
materia de un pronunciamiento institucional previo por parte del Colegio de Abogados. 
Es así como, efectuar una solicitud como abogado defensor para acelerar la 
resolución del caso, en el marco de una reunión legítima dentro del horario de atención al 
público, no podría configurar un ofrecimiento de influencias y tampoco tendría un 
contenido ilegal, este acto respondería a una forma legítima de efectuar el derecho de 
defensa de la patrocinada, así no se hubiera apersonado como abogado defensor ya que 
los ciudadanos con problemas legales tienen derecho de ejercer su derecho de defensa a 
través del número de abogados que le sea posible, siendo legítima la actuación de hacer 
peticiones concretas conforme a las peticiones propias del patrocinado, configurando un 
comportamiento permitido para los juristas. 
 
5. Identificación de los Problemas Jurídicos 
Conforme a lo expuesto en los anteriores puntos, en los cuales hemos procurado 
establecer los antecedentes del caso, a continuación procederemos a desarrollar los 
problemas jurídicos que hemos podido encontrar en el mismo, los cuales versarán 
respecto a (i) el tipo penal tráfico de influencias, en especial en su modalidad de 
“influencias simuladas”; (ii) la posibilidad en el caso comentado de que el 
desenvolvimiento de Aurelio Pastor en sus deberes propios de abogado podrían actuar 
como una causa justificante frente a la comisión del delito de tráfico de influencias; y (iii) 







a. El delito de tráfico de influencias 
El delito de tráfico de influencias encuentra su tipificación en el ordenamiento jurídico 
peruano en el artículo 400° del Código Penal, en el cual se describe al mencionado delito 
de la siguiente manera: 
Artículo 400°. - El que, invocando o teniendo influencias reales o simuladas, 
recibe, hace dar o prometer para sí o para un tercero, donativo o promesa o 
cualquier otra ventaja o beneficio con el ofrecimiento de interceder ante un 
funcionario o servidor público que ha de conocer, esté conociendo o haya 
conocido un caso judicial o administrativo, será reprimido con pena privativa de 
libertad no menor de cuatro n mayor de seis años y con ciento ochenta a 
trescientos sesenta y cinco días-multa. 
Si el agente es un funcionario o servidor público, será reprimido con pena 
privativa de libertad no menor de cuatro ni mayor de ocho años e inhabilitación 
conforme a los incisos 1 y 2 del artículo 36° del Código Penal y con trescientos 
sesenta y cinco a setecientos treinta días multa. 
Como podemos entender de la redacción del tipo penal, el delito de tráfico de 
influencias es un delito atribuible a cualquier persona; es decir, no nos encontramos frente 
a un delito de carácter especial, entendiendo a este tipo de delitos desde el enfoque 
propuesto por Gómez (2006, p.27), quien sostiene que, para encontrarnos frente a un 
delito de este tipo, necesariamente el agente activo deberá contar con específicas 
cualidades y condiciones exigidas por el tipo penal. En el caso del delito bajo comentario, 
las características que podrían convertirlo en un delito de carácter especial se encuentran 
en su modalidad agravada, siendo la calidad del funcionario público del sujeto activo una 
agravante conforme a lo señalado en el segundo párrafo del artículo 400° del Código 
Penal peruano. 
Respecto a la conducta sancionada, esta corresponderá a un ofrecimiento por parte 
del agente activo hacia otra persona de utilizar sus influencias frente a un funcionario o 
servidor público, en palabras de Yon (2002) “el delito de tráfico de influencias tipifica y 
sanciona una conversación, por la cual una persona invoca las influencias que dice poseer 
sobre un funcionario o servidor público, ofreciéndose a interceder ante él en beneficio de 
su interlocutor” (p.237). Además de esta conversación por medio de la cual se ofrece 
influenciar o invocar las mencionadas influencias en un funcionario público, la conducta 




que basta para la consumación del delito que el interesado acepte el ofrecimiento del 
traficante y/o entregue la ventaja pactada como contraprestación” (pp. 149-150). 
El delito de tráfico de influencias deberá contener un ofrecimiento de interceder 
frente a un funcionario público específico, de acuerdo con el tipo penal peruano, este 
funcionario ha de conocer, debe estar conociendo o debe haber conocido un caso judicial 
o administrativo; es decir, debe ejercer funciones al interior de la administración de 
justicia, en el ámbito jurisdiccional o administrativo (Salinas, 2011). Los elementos “caso 
judicial” y “caso administrativo” deben ser entendidos en sentido amplio, conforme a la 
jurisprudencia peruana, el primero de ellos debe entenderse como cualquier proceso de 
naturaleza jurisdiccional, incluyendo decisiones del Ministerio Público, mientras el 
segundo, debe comprender a cualquier procedimiento en el que se encuentre de por medio 
una decisión administrativa discrecional (Chanjan, Torres y Gonzalez, 2020). 
El delito bajo análisis, en el ordenamiento jurídico peruano, no nos exige una 
materialización de la solicitud o uso efectivo de las influencias invocadas, mucho menos 
la ejecución de lo solicitado por parte de un funcionario público, como sí podemos 
advertir en el caso de la regulación española, donde el tráfico de influencias se encuentra 
ubicado en los artículos 4281, en referencia a un delito de carácter especial ejecutado por 
un funcionario público o una autoridad que aprovecha su relación personal o jerárquica 
con otro funcionario del Estado, 4292, referido a la comisión del delito por parte de un 
particular, y el 4303 respecto a la solicitud de algún beneficio, dádiva o presente a cambio 
de ejercer las influencias. En palabras de Abanto (2014), “se está penando la influencia 
en el sentido del aprovechamiento de relaciones funcionariales o personales a fin de que 
el funcionario tome una decisión que resulte económicamente ventajosa para el 
comprador de influencias” (p.798). En el caso español, como podemos observar, el verbo 
rector no es el de “invocar influencias” como en el caso peruano, sino será el verbo 
“influir” efectivamente. 
                                                          
1 De acuerdo al Código Penal español en su artículo 428, el tipo básico del tráfico de influencias será: el funcionario 
público o autoridad que influyere en otro funcionario público o autoridad prevaliéndose del ejercicio de las facultades 
de su cargo o de cualquier otra situación derivada de su relación personal o jerárquica con este o con otro funcionario 
o autoridad para conseguir una resolución que le pueda generar directa o indirectamente un beneficio económico para 
sí o para un tercero, incurrirá en las pernas de prisión de seis meses a dos años […]. 
2 En el caso del artículo 429, en Código Penal español dispone lo siguiente: el particular que influyere en un funcionario 
público o autoridad para conseguir una resolución que le pueda generar directa o indirectamente un beneficio 
económico para sí o para un tercero […]. 
3 El artículo 430 del Código Penal español describe la siguiente conducta como tráfico de influencias: los que, 
ofreciéndose a realizar las conductas descritas en los dos artículos anteriores, solicitaren de terceros dádivas, presentes 
o cualquier otra remuneración o aceptaren ofrecimiento o promesa […] Si el delito fuere cometido por autoridad o 




Esta precisión del verbo rector en el caso español nos hace denotar que en el 
ordenamiento jurídico de dicho país no se admite la posibilidad de que el tráfico de 
influencias pueda recaer sobre influencias ficticias o simuladas. A saber, en nuestro país 
se han admitido dos modalidades del delito de tráfico de influencias, uno en el caso que 
estas influencias sean reales; es decir, que el sujeto activo realmente cuente con 
influencias frente a un funcionario o servidor público por lo que tendría – el sujeto activo 
- realmente la capacidad de direccionar una conducta ajena conforme al ofrecimiento, 
mientras que en las influencias simuladas, nos encontramos frente a una persona – tenga 
o no la condición de funcionario público – que invoca influencias que en el plano de la 
realidad no existen, el sujeto activo, entonces, no tiene en realidad el poder o capacidad 
para direccionar las decisiones del funcionario (Salinas, 2019). 
Respecto al bien jurídico protegido en el delito de tráfico de influencias, diversos 
juristas han brindado su opinión esbozando propuestas distintas, tenemos, en primer 
lugar, la propuesta de San Martín, Caro y Reaño (2003), quienes plantearon como bien 
jurídico protegido “la imparcialidad u objetividad en el ejercicio de funciones públicas, 
como interés vinculado al principio de independencia en el ejercicio de la función 
jurisdiccional consagrado en el artículo 139, inc.2) de la Constitución” (p.38) Como 
podemos observar, de acuerdo con los juristas mencionados, el bien jurídico recaerá en 
la imparcialidad u objetividad en el ejercicio de la función pública, por lo cual nos 
encontraríamos en el plano del uso de influencias reales, ya que la invocación de estas, a 
diferencia de las simuladas, verdaderamente podrían influir en el funcionario público de 
quien se espera contar con una actitud o acción en específico. 
Como hemos adelantado, esta concepción del bien jurídico protegido nos lleva a 
una negación por completo de la posibilidad de una configuración del delito al invocar 
influencias simuladas, con lo cual atentaríamos directamente al principio de legalidad al 
desconocer la condición típica de una conducta estipulada como tal en el ordenamiento 
jurídico peruano (Yon, 2002), conforme a lo comentado por Yon Ruesta, en referencia a 
García (2002) cuando señala que “[…] en el ámbito del principio de la legislación peruana 
sobre este delito no existe la posibilidad de ofrecer un tratamiento distinto, cuando la 
influencia que invoca el traficante y único autor posible del delito, es simulada, o sea falsa 
e inexistente, y cuando es real, por cuanto la consecuencia jurídica en ambos casos es la 
misma: pena privativa de libertad no menor de dos ni mayor de cuatro años” (p.14) . 
A propósito de la afirmación citada, vemos conveniente referirnos al tratamiento 




peruana, siendo específicos, en el Acuerdo Plenario N° 3-2015/CIJ-116, respecto a la 
participación del interesado en el delito de tráfico de influencias y la legitimidad de la 
intervención penal en la modalidad de influencias simuladas. Concerniente al bien 
jurídico tutelado, este Acuerdo Plenario propone una separación entre el delito 
materializado en la invocación de influencias reales con el delito materializado en la 
invocación de influencias simuladas, es así que, en el primer caso mencionado el bien 
jurídico protegido sería “el correcto funcionamiento de la administración pública”, 
mientras en el caso de las influencias simuladas, la Corte Suprema ha decidido adoptar 
como bien jurídico protegido el postulado por Rojas (2007), quien sostiene que sería “el 
prestigio y buen nombre de la administración pública”(p.783). 
Esta separación de bienes jurídicos propuestos en el Acuerdo Plenario comentado 
nos resulta difícil de adoptar, conforme a lo explicado por García Cantizano, nos 
encontraríamos separando al delito de tráfico de influencias, generando un tratamiento 
distinto en el caso de su modalidad simulada y real, cuando estas comparten los mismos 
elementos y se encuentran en una misma tipificación. Respecto a este punto, vemos 
pertinente recurrir a IDEHPUCP (2012), quien sostiene que “el bien jurídico protegido 
en determinada norma penal no puede variar dependiendo de las conductas que el tipo 
penal prevea y sancione. Entonces, no es que se proteja un bien jurídico en el supuesto de 
tráfico de influencias reales y otro en el supuesto de tráfico de influencias simuladas” 
(p.106). Es así que, frente a la necesidad de determinar un mismo bien jurídico para ambas 
modalidades de tráfico de influencias, el mencionado autor propone tomar como bien 
jurídico “la institucionalidad de la administración pública” entendiendo como 
institucionalidad a “una serie de valores, principios y deberes que definen la labor de los 
funcionarios públicos en la administración pública” (p.106) los cuales deben ser 
protegidos, distinto al postulado por Yon (2002), quien afirma que el bien jurídico 
responderá a “el prestigio (o buena imagen) de la Administración Pública” (p.235). 
Coincidiendo con lo mencionado por Montoya et al. (2012) adopta “la posición 
de la institucionalidad de la administración pública” como bien jurídico protegido, 
entendiendo la institucionalidad como un mandato constitucional de preservar una 
institución vital de la sociedad de ataques periféricos al no atacar el núcleo de su decisión 
o gestión que coadyuvaría a una cultura de corrupción la cual debe ser frenada (Montoya, 
2015).  
En lo particular, respecto a lo desarrollado por el Acuerdo Plenario 03-2015/CIJ-




de tráfico de influencias, sino que encontramos que ambos insistirían en un nivel 
superficial y subjetivo frente a cómo es que es percibida la administración pública. 
Respecto a lo acotado por Montoya y Montoya et al., consideramos que los mencionados 
autores proponen bienes jurídicos muy interesantes y cercanos al que propondremos 
como bien jurídico protegido para el delito de tráfico de influencias; sin embargo, 
encontramos como más idónea la propuesta del bien jurídico protegido con el delito de 
tráfico de influencias “la vigencia de los principios que informan el ejercicio de la función 
pública” (Torres, 2012, p.17), el cual se separa de valoraciones subjetivas en torno a cómo 
las personas concebimos la administración pública y cómo deberíamos procurar valorarla. 
La propuesta en mención deja de lado la protección de una percepción de la 
administración pública como endeble e influenciable, sosteniendo que, mediante la 
sanción del delito de tráfico de influencias, el Estado estaría dejando en claro que la 
administración pública funciona correctamente no permitiendo que en sus ciudadanos 
exista un cuestionamiento de esta índole. En la misma línea, Rojas (2007) señalaba que 
“autores como Feijoó Sánchez han acotado que lo que se busca es la objetividad como 
medio para que la función pública defienda los intereses generales y no intereses 
particulares” (p.782). Es así que encontramos idóneo proponer este bien jurídico, el cual 
a nuestro entender, propone que la administración pública deberá funcionar conforme a 
los procesos y flujos internos previstos para la actuación correcta de sus funcionarios, en 
este caso, aquellos vinculados a la toma de decisión respecto a un caso administrativo o 
judicial y que, por ende, el ejercicio de esta función pública únicamente podrá responder 
a un carácter objetivo y no a ventajas o beneficios que provengan de un interés o 
motivación externa. 
Habiendo explorado las diferentes propuestas que existen en torno al bien jurídico 
protegido mediante la tipificación y sanción del delito de tráfico de influencias, conforme 
a lo dispuesto en el artículo 400° del Código Penal y aterrizando ya al caso en concreto, 
debemos preguntarnos: ¿los hechos cometidos por el señor Aurelio Pastor configurarían 
el delito de tráfico de influencias? Nuestra postura es que sí, efectivamente el señor Pastor 
habría cometido el delito en mención. En primer lugar, encontramos por parte del sujeto 
activo – Aurelio Pastor, en su calidad de particular ya que al momento de cometer los 
hechos no se encontraba ejerciendo función pública – el cumplimiento de la conducta 
tipificada “invocar influencias”, en este caso, simuladas ya que los funcionarios Hugo 
Sivina y Pablo Sánchez manifestaron en la etapa de investigación preparatoria, conforme 




La conducta típica entonces la encontramos materializada en la invocación de 
influencias que Aurelio Pastor realizó frente a Corina De la Cruz para lograr determinadas 
acciones por parte del Jurado Nacional de Elecciones y el Ministerio Público. Ahora bien, 
es importante en este punto resaltar que nos encontramos frente a un delito de peligro 
abstracto, conforme a la definición del autor Madrigal (2015), quien define a este tipo de 
delitos como “aquellos cuyo tipo penal no solo no requiere la causación de un daño, sino 
que tampoco exige la causación efectiva y cierta de un peligro” (p.180), en otras palabras, 
los delitos de peligro abstracto, a diferencia de los delitos de peligro concreto no 
requerirán poner en peligro cierto al bien jurídico protegido, por lo cual en el caso 
concreto, conforme a lo expuesto por Castañeda, Maita y Vela (2013) en la Sala Penal de 
Apelaciones de la Corte Superior de Justicia de Lima, “la influencia sobre el funcionario 
público no tiene que darse necesariamente para la consumación del delito” (p.13).  
Encontramos también la presencia de lo que en párrafos anteriores denominamos 
como “acuerdo de intercesión”; es decir, el acuerdo entre el sujeto activo (Aurelio Pastor) 
y el interesado en el ejercicio de la invocación de influencias (Corina De la Cruz), acuerdo 
que se vio materializado en un primer momento con la invocación de influencias aceptada 
por Corina De la Cruz, junto a las diversas conversaciones que sostuvieron respecto a 
cómo procedería Aurelio Pastor frente a los funcionarios del JNE y del Ministerio 
Público, luego con la solicitud de 60,000.00 soles y la aceptación de la exalcaldesa en 
entregar este dinero. 
Hasta este punto hemos podido demostrar que la Corte Suprema en la Sentencia 
que absuelve a Aurelio Pastor, se encontraría en un error de interpretación del tipo penal. 
Como hemos expuesto en los antecedentes, los magistrados sostuvieron que para la 
configuración del delito de tráfico de influencias debería cumplirse con: i) atribuirse el 
poseer influencias ante un funcionario o servidor público; ii) el tráfico de la propia 
mediación, el ofrecimiento de interceder; iii) la recepción del dinero, utilidad o promesa 
que sería un acto de consumación; con lo cual nos encontramos en desacuerdo. Nuestra 
postura respecto a este planteamiento es que, si bien es necesaria la atribución y, por ende, 
invocación u ofrecimiento de interceder frente a un funcionario público, la recepción del 
dinero, utilidad o promesa no podría actuar como un requisito determinante, puesto que, 
tal y como hemos abordado de manera extensa a lo largo del presente numeral, basta con 
que el traficante de influencias y el tercero interesado lleguen a un acuerdo; es decir, que 




de tráfico de influencias, siendo, además el invocar el verbo rector en la legislación 
peruana, a diferencia de otros ordenamientos jurídicos como el español. 
Los magistrados parecen estar señalando que la invocación de influencias tendría 
que poder perturbar de manera efectiva la decisión de parte de un funcionario o servidor 
público, por lo tanto, la invocación de influencias simuladas realizada por el sentenciado 
no configuraría una conducta típica, encontrándose en una lesividad mínima. Al respecto, 
tal y como ha sido mencionado en este mismo numeral durante el análisis del delito de 
tráfico de influencias, este al encontrarse dentro de la categoría de “peligro abstracto” no 
tendría por qué lesionar o poner en peligro inminente el bien jurídico protegido, conforme 
a lo dispuesto por la Corte Superior de Justicia nos encontramos ante un delito de peligro 
donde la influencia sobre el funcionario público no tiene que darse necesariamente para 
su consumación. Por ello, siguiendo a Rojas (2007) “el aspecto de la licitud o ilicitud del 
contenido de intercesión y de la resolución que se obtenga pierde significatividad 
sustantiva […] la puesta en peligro del bien jurídico se concretó con la invocación de 
influencias y el respectivo pacto a través de medios corruptores y el ofrecimiento de 
intermediación” Castañeda, Maita y Vela (2013). 
Asimismo, como adelantamos con la postura de García (2002), al negar o 
cuestionar la tipicidad del delito de tráfico de influencias conforme a lo argumentado por 
los magistrados de la Corte Suprema, nos encontraríamos frente a una vulneración directa 
al principio de legalidad, siempre que, de acuerdo con nuestro ordenamiento jurídico, 
tanto la invocación de influencias reales como simuladas configurarían el tipo penal. 
 
b. El ejercicio regular de la abogacía como causa justificante del delito de tráfico de 
influencias 
En el numeral anterior planteamos como primer problema jurídico cómo es que la Corte 
Suprema valoró el delito de tráfico de influencias, a continuación, desde el análisis de la 
antijuricidad de la conducta típica probaremos que es errada la pretensión de los 
magistrados de la Corte Suprema de sindicar el ejercicio regular de la abogacía como 
causa justificante en el delito de tráfico de influencias y, de esta manera, no atribuirle la 
comisión del delito a Aurelio Pastor. 
Lo primero que debemos precisar para el análisis en torno a la antijuricidad es que 
este elemento analiza la conducta realizada desde su prohibición o posibilidad de 
justificación en el ordenamiento jurídico en el que se desenvolvió la conducta delictiva. 




los valores provenientes de todo el ordenamiento jurídico” (p.529) por lo cual deberá 
determinar si lo contradice o no. Este elemento debe ser evaluado en su dimensión formal, 
como en su dimensión material, siendo la formal aquella que estudiará o analizará si la 
conducta típica está en contra del ordenamiento jurídico en general, mientras que la 
material analizará si esta conducta típica lesiona o pone en peligro un bien jurídico. 
En el caso bajo comentario, encontramos una antijuricidad formal en la 
prohibición expresa de la conducta al haber sido tipificada como el delito de tráfico de 
influencias en su modalidad simulada conforme al artículo 400° de nuestro Código Penal. 
Por su parte, concluimos que nos encontramos frente a un hecho antijurídico en su 
dimensión material al encontrarnos frente a una puesta en peligro – que como hemos 
mencionado es abstracto – del bien jurídico protegido “vigencia de los principios que 
informan el ejercicio de la función pública”, conforme al desarrollo del párrafo 
correspondiente al análisis del tipo penal. 
Habiendo comprobado que nos encontramos frente a una conducta antijurídica, 
debemos evaluar si es que nos encontramos frente a una causa justificante. Nuevamente 
recurriendo a Villavicencio (2013), “las causas de justificación son aquellas que excluyen 
la antijuricidad, convirtiendo un hecho típico en lícito y conforme a Derecho” (p.529), 
con ello se quiere decir que de comprobar que la conducta se enmarca en una causa 
justificante prevista en el artículo 20 del Código Penal peruano, la conducta se convertiría 
en lícita. 
A saber, el Código Penal de nuestro país ha previsto una lista de exenciones de 
responsabilidad penal, dentro de las cuales encontramos en su numeral 8 la causa de 
justificación “el que obra por disposición de la ley, en cumplimiento de un deber o en el 
ejercicio legítimo de un derecho, oficio o cargo”. Esta causa de justificación encuentra su 
fundamento en que existen ciertas profesiones que, en virtud de su ejercicio correcto, 
pueden conllevar a la afectación o puesta en peligro de bienes jurídicos; sin embargo, esta 
causa de justificación debe contener según Villa (2008) que: “a) la profesión u oficio sean 
lícitos; b) que la actuación no rebase la lex artis; y c) que el propósito de la intervención 
se refiera a uno de su profesión u oficio” (p.368). Respecto al primer requisito que debe 
cumplir el ejercicio del oficio es que la profesión sea lícita; es decir, que las actividades 
realizadas por el sujeto activo enmarcadas en un cargo u oficio se encuentren permitidas 
en el ordenamiento jurídico en el que se desarrollaron. El segundo requisito por su parte 
buscará que las conductas que podrían justificar una conducta ilícita que calce en el 




normal ejecución de esta, es así como entendemos el término “lex artis” como el conjunto 
de reglas técnicas que un profesional deberá cumplir durante el ejercicio de su profesión, 
arte u oficio. Por último, que la intervención u acto ilícito realizado tenga como propósito 
uno propio de la profesión, lo que quiere decir que esta conducta deberá obedecer a un 
acto propio realizado por los profesionales que ejercen el oficio. 
En el caso de la Casación bajo análisis, esta es la causa de justificación que habría 
llevado a los magistrados de la Corte Suprema a encontrar como lícita la actuación de 
Aurelio Pastor en la invocación de influencias, debido a que esta correspondería a una 
manifestación del ejercicio legítimo del rol de abogado. De acuerdo con los magistrados, 
los abogados tienen la exigencia de ser lo más diligentes posible para garantizar los 
derechos de su patrocinado y lograr el éxito. En esta línea, señalan los magistrados que 
los ofrecimientos de, en un caso solicitar se demore el proceso y en el otro, acelerar y 
contar con un fallo favorable para Corina De la Cruz por parte de Aurelio Pastor, 
obedecerían a la estrategia procesal y a los objetivos planteados por el defensor frente a 
los intereses de su defendida. 
Hasta este punto, nos gustaría remitirnos a la Sentencia de segunda instancia del 
mismo caso emitida por Castañeda, Peña y Saquicuray (2015), en el cual se dispone que: 
Conforme a la deontología del abogado el patrocinio exige que la prestación de 
servicios legales se realice dentro del marco legal permitido y, por lo tanto, el 
abogado debe abstenerse de realizar cualquier conducta que pudiera influir 
indebidamente en el tiempo o el modo de resolver por parte de la autoridad. No 
debe utilizar medios que representen una injerencia para el ejercicio imparcial e 
independiente de la autoridad ni permitir que el cliente lo haga (p.38). En este 
sentido, la ejecución del rol de abogado, si bien debe perseguir la pretensión de su 
cliente, su actuación para lograrla no puede alejarse de sus deberes éticos, esto es, 
no puede utilizar estrategias o artimañas para defraudar a la administración 
pública. 
La delimitación del carácter ético y profesional del abogado se encuentra en el 
Código de Ética del Colegio de Abogados el cual en su artículo 4 u su artículo 63 estipulan 
que: 
Artículo 4°. - Respeto del Estado de Derecho 
El abogado es parte esencial de la defensa del orden democrático a través de su 
participación en el sistema jurídico del país. Por ello, debe respetar la función de 




desempeñe, con sujeción a los principios de lealtad, probidad, veracidad, 
honradez y buena fe. 
Artículo 63°. - Influencias 
El abogado no debe utilizar medios que representen una injerencia para el 
ejercicio imparcial e independiente de la autoridad, sin perjuicio del ejercicio de 
su derecho a la libertad de expresión. Asimismo, el abogado debe instruir a su 
cliente que no debe ejercer influencia sobre la autoridad apelando a 
vinculaciones políticas, familiares, de amistad o de otro tipo que sean ajenas al 
patrocinio. 
Ahora bien, el Código de Ética de los Abogados establece como una falta el hecho 
que los abogados utilicen o pretendan utilizar sus influencias para lograr satisfacer una 
pretensión. Asimismo,  el artículo 81° del mismo cataloga estas faltas como actos 
contrarios a la ética profesional, los cuales, si bien al amparo del artículo 102° deben ser 
sancionados frente al Colegio al que pertenece el abogado en falta, ello no restaría la 
necesidad de valorar el acto en sede penal, en atención a que una vía (la del Colegio de 
Abogados) buscará determinar y, en caso de probarse, sancionar la falta a los deberes 
propios del abogado, tales como respeto, integridad, justicia, lealtad, mientras que la otra 
vía (la del derecho penal) buscará identificar un ilícito con la finalidad de sancionarlo 
conforme a las leyes peruanas. 
Cabe entonces preguntarnos si realmente la conducta de Aurelio Pastor se 
encontró enmarcada en el ejercicio común de la profesión de abogados, lo cual a nuestro 
entender no fue así. En primer lugar, volviendo a los requisitos que deben concurrir para 
la configuración de esta causa de justificación, encontramos que la profesión cumple con 
el requisito de licitud del oficio, en tanto la profesión del abogado es una profesión lícita 
en el Perú; en el caso del requisito “que la actuación no rebase la lex artis” encontramos 
ya un incumplimiento en la conducta de Aurelio Pastor ya que, como hemos demostrado 
en párrafos precedentes, la conducta no corresponde a las reglas establecidas por el 
Colegio de Abogados para el correcto y ético desempeño de los juristas, es más, la 
conducta habría configurado una falta a la normativa ética del colegio profesional en 
mención, lo cual no supone una vía previa de resolución ya que no estamos frente a una 
cuestión previa que ha de resolverse al suponer diferentes fines la determinación de la 
conducta en el tribunal de honor del Colegio de Abogados y la determinación de un ilícito 




Respecto al tercer requisito que debemos encontrar en esta causa justificante, 
como hemos adelantado este corresponderá a determinar que el propósito de la 
intervención se refiera a uno de su profesión u oficio, por lo cual la Corte Suprema 
sustentó que una de las manifestaciones de la profesión del abogado es la conocida 
“gestión de intereses”, ello de cara a la definición propuesta en el glosario de términos 
del Código de Ética del Colegio de Abogados del Perú (2012) en el que señalan como 
“ejercicio legal” a la actividad en la que el abogado utiliza sus conocimientos jurídicos 
con independencia de si es remunerado o no. Incluye desempeñarse como litigante, asesor 
legal, gerente legal, gestor de intereses […] y todo aquel otro trabajo profesional o 
académico donde el abogado utilice dichos conocimientos (p.15).  
A propósito de la gestión de intereses, cabe resaltar que en el Perú se encuentra 
normada mediante por la Ley 28024 emitida por el Congreso de la República (2003) que 
regula la gestión de intereses en la administración pública, dispositivo legal en el que se 
establece que se entenderá como gestión de intereses a la “actividad mediante la cual 
personas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras, promueven de manera 
transparente sus puntos de vista en el proceso de decisión pública, a fin de orientar dicha 
decisión en el sentido deseado por ellas” (p.1). Asimismo, conforme al artículo 1 de la 
Ley mencionada, esta “no comprende las funciones jurisdiccionales del Poder Judicial, 
de los organismos constitucionales autónomos y de las autoridades y tribunales ante los 
que se sigue procesos administrativos” (p.1). Aunado a ello, la mencionada Ley establece 
que la decisión pública sobre la que recaerá la gestión de intereses legítima debe 
encontrarse en el marco del establecimiento de políticas o tomas de decisiones de 
cualquier naturaleza que tengan significación económica, social o política4, dentro de las 
cuales no se encuentran aquellas decisiones discrecionales tomadas por funcionarios del 
                                                          
4 Conforme al desarrollo de la Ley N° 28024, el artículo 4° establece que se define como decisión pública, 
para los efectos de la presente Ley, al proceso mediante el cual la administración pública establece políticas 
o toma de decisiones de cualquier naturaleza que tengan una significación económica, social o política de 
carácter individual o colectivo, o que se afecten intereses en los diversos sectores de la sociedad. Para dicho 
efecto se considera proceso que conduce una decisión pública: a) El estudio de proyectos de ley por las 
Comisiones Ordinarias, Especiales y Comisión permanente del Congreso de la República; b) el debate de 
dictámenes de los proyectos de ley y la aprobación, observación y promulgación de leyes y su derogación; 
c) la elaboración, aprobación, promulgación de Decretos Legislativos y Decretos de Urgencia, y su 
derogación; d) la formación, promulgación de Decretos Supremos, Resoluciones Supremas, Resoluciones 
Ministeriales, Resoluciones Viceministeriales y Resoluciones Directorales, de ser el caso, y su derogación; 
e) la elaboración, adopción o aprobación de políticas, programas, proyectos y posiciones institucionales; f) 
la celebración de convenios y contratos; g) la elaboración o derogación de resoluciones de los titulares de 
los organismos o entidades de la administración pública; h) la elaboración o derogación de ordenanzas 
regionales, acuerdos del consejo regional, decretos y resoluciones regionales así como ordenanzas, decretos 
y resoluciones municipales; i) los actos de administración interna a cargo de los órganos de las entidades 




Ministerio Público o el Jurado Nacional de Elecciones, conforme al artículo 55 de la 
misma ley que establece cuáles son los funcionarios con capacidad de decisión pública 
quienes además deberán dejar constancia del acto de gestión junto a un registro no solo 
de la visita realizada, sino del tema, rubro y motivo de la misma. 
De esta manera, sostener que la invocación de intereses por parte de Aurelio Pastor 
se enmarcaría en una práctica permanente de los abogados como consecuencia de la 
gestión de intereses es completamente errada, debemos recordar en este punto que la 
intermediación propuesta por Pastor Valdivieso recaería en “casos judiciales y 
administrativos” conforme ha sido descrito en el literal respecto a la tipicidad del delito 
de tráfico de influencias, por lo cual nos encontraríamos en una actuación fuera de la 
posible gestión de intereses teniendo como consecuencia la no configuración del requisito 
de que esta actuación se encuentre directamente relacionada a una actuación común del 
oficio. 
 
c. El delito provocado 
Un tema que fue únicamente mencionado en la Casación 374-2015 mas no desarrollado 
de manera adecuada y suficiente, fue el presunto delito provocado que habría dado lugar 
a la conducta de Aurelio Pastor. De acuerdo con los magistrados, quienes le dan la razón 
a la defensa de Aurelio Pastor, esta persona habría sido inducida a cometer el delito; es 
decir, a invocar sus influencias, debido a la pretensión por la que la exalcaldesa Corina 
De la Cruz habría recurrido a él. 
En este sentido, vemos conveniente referirnos a este punto que no ha sido materia 
de debate pero que configura un tema interesante y relevante por abordar al encontrarse 
mencionado por la Corte Suprema. Como ha sido desarrollado en los antecedentes del 
                                                          
5 Artículo 5 de la Ley N° 28024. Los funcionarios de la administración pública con capacidad de decisión 
púbica en el ámbito de la presente Ley, son los siguientes: a) Presidente de la República; b) Primer y 
Segundo Vicepresidentes de la República, cuando se encargan del Despacho Presidencial; c) Congresistas 
de la República; d) Ministros, viceministros, secretarios generales, directores nacionales y directores 
generales, prefectos y subprefectos, consejeros, asesores y demás funcionarios de rango equivalente; e) 
Presidente y miembros del Consejo Ejecutivo del poder Judicial, incluyendo su gerente general; f) 
Presidentes regionales y vicepresidentes cuando asumen la Presidencia, así como los miembros de los 
Consejos Regionales y gerentes regionales; g) Alcaldes, regidores y directores de la Municipalidad 
Metropolitana de Lima y de municipalidades provinciales y distritales de toda la República; h) Presidente 
y miembros de los directorios de las empresas comprendidas en la actividad empresarial del Estado, así 
como los gerentes generales de las mismas; i) los titulares de los pliegos presupuestarios de las entidades 
comprendidas en el artículo 1 de la presente Ley, así como cualquier funcionario o servidor público que 
preste servicios en un cargo de confianza, cuando corresponda; j) Los que determine cada organismo de la 
administración pública, por el Texto Único de Procedimientos Administrativos respectivo; y, k) En general 





presente informe, la señora Corina De la Cruz se habría contactado con el señor Aurelio 
Pastor en búsqueda de que este preste sus servicios legales en favor de la mencionada. El 
delito se evidenció en conversaciones en las que el jurista ofreció intervenir en favor de 
la denunciante para interceder por ella y sus pretensiones frente a determinados 
funcionarios del Jurado Nacional de Elecciones y del Ministerio Público, pretensiones 
que consistirían en un actuar determinado por parte de estos funcionarios públicos. Ahora, 
como también es sabido, la exalcaldesa hizo de conocimiento público las conversaciones 
sostenidas con el sentenciado mediante su difusión en un programa periodístico, motivo 
por el cual atribuyeron que Corina De la Cruz habría inducido a la invocación de 
influencias simuladas por las que se inició la investigación en contra del exministro. 
De acuerdo con Ruíz (1982), el delito provocado, en primer lugar, tendrá un 
elemento objetivo, el cual “se sustancia en la presencia de una incitación dirigida a que 
un tercero realice un delito, incitación que de no haber mediado no habría dado lugar a su 
verificación” (p. 123), en este sentido, el elemento objetivo solo se verá cumplido siempre 
y cuando exista por parte de un tercero diferente a quien incurre en la comisión del delito, 
una incitación a cometerlo, sin la cual el sujeto activo no hubiera ejecutado la conducta 
típica. 
En el caso de Aurelio Pastor, debemos coincidir con las sentencias de primera y 
segunda instancia, las cuales, mediante la actuación de pruebas en juicio oral, 
determinaron que en ninguno de los audios la señora De la Cruz habría inducido a Aurelio 
Pastor a señalar que “cualquier cosa que se consigue en el jurado, no se consigue con 
plata, se consigue por amistad” o “ si hubiera alguna otra forma de arreglar yo te dijera 
no hay otra forma de arreglar, no la hay, pero yo tengo buenos amigos allí, como son 
buenos amigos me pueden ayudar a tiempo, tengo quien nos apriete sin decir mi nombre, 
tiempo, no me des la razón, dame el tiempo para poder golpear este tema de la Suprema 
porque sino vas a seguir complicada” entre otras invocaciones a las influencias que 
presuntamente poseería, refirmando una conducta típica en el tráfico de influencias 
simuladas, conforme a lo mencionado por Rojas (2007) “el sujeto activo del delito urdirá 
estrategias, creará figuras de falsas vinculaciones, exagerará mínimos gestos de 
acercamiento” (p.790). Además de ello, el autor del delito solicitó expresamente la suma 
de sesenta mil soles para la ejecución de sus “gestiones” frente a los mencionados 
funcionarios del Estado. Es así como el primer elemento para configurar un delito 
provocado, no se daría. Refiriéndonos a jurisprudencia peruana, la Corte Suprema de 




noveno que “existe provocación en todos aquellos supuestos en los cuales el agente 
provoca la consumación de un ilícito que el inducido no se había planteado consumar con 
anterioridad” (p.4) además de ello, el Tribunal Constitucional peruano, en la sentencia 
recaída en el Expediente N° 04750-2007-PHC/TC, señala que el agente provocador 
interviene para inducir o incitar la comisión del delito, ocasionando esta actuación que 
una o más personas incurran en la comisión de un delito que no tuvieron previsto antes 
de la interacción con este agente inductor. 
El segundo elemento de acuerdo con Ruíz (1982) es el de “obtener el castigo de 
incitar y para ello provocar la comisión de un hecho delictivo como medio certero de 
conseguir la reacción calculada de antemano” (p.125); en otras palabras, la provocación 
tendría como finalidad exponer la comisión del delito por parte del sujeto activo de modo 
tal que este pueda ser sujeto de un castigo, como es el caso de una pena privativa de la 
libertad o una reparación civil. En el caso concreto, este elemento no podrá verse 
configurado desde que no existió una provocación para la invocación de influencias por 
lo cual, de existir evidencia de dicho comportamiento, este no habría obedecido a una 
incitación por parte de Corina De la Cruz.  
Asimismo, es importante señalar que gran parte de la doctrina en torno a la figura 
del delito provocado concuerda en que esta es de aplicación frente abusos en la función 
policial, en especial atención frente a la necesidad de contar con un elemento como la 
obtención del castigo al sujeto activo como motivación del agente incitador para que esta 
figura exista, es el caso de la jurisprudencia del Tribunal Supremo español (2018), por 
ejemplo, la que concibe que el delito provocado es:  
“Aquel que llega a realizarse en virtud de inducción engañosa de una 
determinada persona, generalmente miembro de las Fuerzas de Seguridad, que, 
deseando la detención del sospechoso, incita a perpetrar la infracción a quien no tenía 
previamente tal propósito, originando así el nacimiento de una voluntad criminal en el 
supuesto concreto, delito que de no ser por tal provocación no se hubiera producido 
aunque de otro lado su compleja ejecución resulte prácticamente imposible por la 
prevista intervención ab initio de la fuerza policial”. 
Conforme a lo descrito por Molina (2008), coincidiendo con lo mencionado en 
párrafos anteriores, la categoría de delito provocado deberá reunir tres elementos: el 
primero de ellos responderá a un elemento objetivo materializado en la incitación que 
debió haber ejercido el agente incitador sobre el sujeto activo, acción sin la cual este 




elemento subjetivo, el cual se verá configurado en el propósito del agente instigador en 
la ejecución de la conducta delictiva, el cual no corresponderá a que el delito se cometa, 
sino a que la persona que llevó a cabo el hecho ilícito sea descubierta. Por último, el 
agente incitador deberá haber puesto todos los medios precautorios adecuados para evitar 
que se pueda alcanzar el resultado desaprobado (p.193). 
Es así como, dados los elementos de configuración del delito provocado, no 
podemos determinar la existencia de esta figura en el caso de Aurelio Pastor, en palabras 
de Mir (2001), ya que “no se puede instigar a quien ya estaba previamente decidido a 
cometer el crimen” (p.404), nos encontramos entonces frente a una ideación por parte de 
Aurelio Pastor de todo el iter criminis del tráfico de influencias simuladas en el caso 
concreto. Asimismo, si tomamos en cuenta la jurisprudencia española y lo señalado por 
Molina, la no existencia de una incitación por parte de un agente policial o un funcionario 
de las fuerzas de seguridad o fuerzas armadas cuyo propósito se encuentre orientado a 
poner en evidencia y, posteriormente detener a una persona por la comisión de un hecho 
delictivo el cual pueda hacerlo acreedor de un castigo por parte de la justicia, no 
podríamos encontrarnos frente a la figura del delito provocado, conforme a lo señalado 
por la Casación 374-2015; sin embargo, en nuestro país no encontramos aún un desarrollo 
delimitante de la figura del delito provocado, encontrando jurisprudencia que la subsume 
a la actuación abusiva en el ámbito policial, pero a su vez, encontrando otros 
pronunciamientos que incluyen la posibilidad de la provocación por parte de particulares, 
como es la posición de la Corte Suprema (2013) que describe la figura del delito 
provocado como “la inducción eficaz a cometer un delito que a falta de la intervención 
ab initio de la policía o un particular no se hubiese cometido”, por lo cual concluimos 
que, cualquiera sea la concepción del delito provocado, en el caso particular de Aurelio 
Pastor, no nos encontramos frente a esta figura. 
 
6. Conclusiones 
● El delito de tráfico de influencias es un delito de peligro abstracto contemplado 
en el ordenamiento jurídico peruano en el artículo 400 del Código Penal, el cual 
protege el bien jurídico “vigencia de los principios que informan el ejercicio de la 
función pública”, entendido como el deber de la administración pública de 
funcionar conforme a los procesos y flujos internos previstos y no en obediencia 




● El delito de tráfico de influencias necesita contar con los siguientes elementos 
para su consumación: (i) la invocación de influencias reales o simuladas; (ii) 
recibir, hacer dar o prometer un donativo, promesa o ventaja; (iii) que el 
ofrecimiento de invocar influencias resulte respecto a interceder frente a un 
funcionario o servidor público que ha de conocer, esté conociendo o haya 
conocido un caso judicial o administrativo; y (iv) la existencia de un acuerdo de 
intercesión, elementos que encontramos en el caso de Aurelio Pastor Valdivieso. 
● En el caso concreto, no encontramos la existencia de una causa de justificación, 
como el ejercicio legítimo de una profesión, que pueda excluir la antijuricidad del 
accionar de Aurelio Pastor, amparándonos en que este no respondió a los 
principios éticos que deben regir la labor del abogado defensor, incurriendo 
incluso en una falta al Código de Ética del Colegio de Abogados, lo cual, además, 
no debe ser tomado como una cuestión previa al ámbito de operación del Derecho 
Penal. 
● Es incorrecto sostener que  el caso sobre el que versa el presente informe jurídico 
se encuentra dentro del marco de un delito provocado por la denunciante, debido 
a que no existió una incitación a la invocación de influencias, además de haber 
sido el mismo sujeto activo quien, de propia iniciativa, hizo referencia a su 
amistad con diversos funcionarios del Jurado Nacional de Elecciones y el 
Ministerio Público en múltiples oportunidades así como solicitó un monto de 
dinero a cambio de influir en el presidente del JNE y el Fiscal Supremo, por lo 
cual sostenemos que Aurelio Pastor se encontraba previamente decidido a cometer 
el delito de tráfico de influencias. 
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